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 se tiene establecido que la acción de tutela no es el medio idóneo para el reconocimiento y pago de prestaciones sociales ni para solicitar el reintegro laboral, pues  al versar sobre derechos de orden legal se debe agotar el trámite previsto ante la jurisdicción laboral o en la contencioso administrativa 
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Pereira, siete de octubre de dos mil quince
Acta N° 0           de 7 de octubre de 2015
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la impugnación presentada por el señor JOSE ERNEN HURTADO LASPRILLA contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira el día 26 de agosto de 2015, dentro de la acción de tutela por ella instaurada en contra de ALTAVISTA S.A.S.
ANTECEDENTES

Indica el señor Hurtado Lasprilla, que prestó sus servicios personales como trabajador de oficios varios en la empresa Altavista S.A.S. a partir del 6 de mayo de 2015; que el día 20 de mayo de igual año, mientras se encontraba vigente la relación laboral, sintió un fuerte dolor en su pierna izquierda, situación que lo obligó a acudir a la Nueva EPS, siendo atendido en la Clínica Los Rosales, donde lo incapacitaron por el término de 20 días; que posteriormente recibió una nueva incapacidad de 5 días, la que al ser presentada al empleador, le generó la terminación del contrato de trabajo y el pago de la liquidación por el periodo comprendido entre 6 de mayo y el 13 de junio de 2015, data ésta última en la que aún se encontraba incapacitado, por tanto gozaba de estabilidad laboral reforzada y a pesar de ello fue retirado de la EPS; que el día 17 de julio 2015, le otorgaron una nueva licencia por enfermedad por 5 días, a raíz de una fractura de la epifísis inferior de la tibia en la pierna izquierda.

Informa también que una vez citado su empleador a la Oficina de Trabajo, éste informó que la relación laboral finalizó por la terminación de la obra o labor contratada, situación que no obedece a realidad de acuerdo con el relato anterior y no se compadece con la condición médica que le generó la incapacidad, la cual fue adquirida mientras prestaba el servicio, pues antes de iniciar laborales le fue practicado examen médico que no arrojó resultado alguno. 

Considera que el actuar de la llamada a juicio vulneró sus derechos fundamentales  a la salud, a la seguridad social, a la dignidad, al mínimo vital, a la estabilidad laboral reforzada, así como al debido proceso y al trabajo en condiciones dignas dado que no solicitó a la Oficina de Trabajo permiso para despedirlo y las incapacidades otorgadas en la actualidad, no le han sido canceladas, por lo que solicita la intervención del juez de tutela, en orden a que le sean amparados sus derechos fundamentales, con el fin de ser reintegrado a su sitio de trabajo hasta que se finalicen las incapacidades, se trate su enfermedad y sea calificada su capacidad laboral.

Mediante comunicación de fecha 6 de agosto de 2015, el actor solicitó la desvinculación de la Nueva EPS, toda vez que sus pretensiones se encuentran encaminada en contra de Altavista S.A.S.

TRÁMITE IMPARTIDO

La acción correspondió por reparto al Juzgado Segundo Laboral del Circuito, el que luego de admitirla, corrió traslado a la sociedad accionada por tres (3) días, término dentro del cual se vinculó a la litis para indicar que en efecto, el actor se vinculó a la sociedad Altavista S.A.S. el 6 de mayo de 2015, a través de un contrato de trabajo por duración de la obra; que la incapacidad inicialmente otorgada finalizó el 8 de junio de 2015 y la prescrita con posterioridad culminó el 14 de junio de 2015, siendo informando el día 15 de igual mes y año la terminación del contrato de trabajo a partir del día siguiente, por la finalización de la obra o labor contratada el día 12 de junio de 2015, cuando se entregó la bodega a su propietario.  El pago del trabajador para el ciclo de junio de 2015, se hizo por l6 días, tal como lo prueba el certificado de aportes que acompaña la presente contestación.

Afirma que la liquidación fue efectuada con fecha de terminación el 16 de junio de 2015, siéndole descontados los días 9, 10, y 19 de mayo de 2015, toda vez que el señor Hurtado Lasprilla no se presentó a laborar, ni justificó su inasistencia.  Además no se presentó a la realización del examen médico laboral de egreso y sin embargo presenta una licencia por enfermedad del día 17 de julio de 2015, cuando el contrato se encontraba terminado, demostrando con ello, la intensión del actor de mantener una relación laboral sin justa causa, en un evidente abuso del derecho.

Finaliza insistiendo en el hecho de que la terminación de la relación laboral se dio por la finalización de la obra y se presentó cuando el actor no estaba incapacitado y gozaba de buena salud, razón por la que considera no haber vulnerado derecho alguno y por tanto solicita que se desestimen sus pretensiones.

Llegado el día del fallo, la funcionaria de primer grado negó por improcedente la protección solicitada, dada la existencia de un mecanismo ordinario dispuesto por el legislador para definir el derecho de carácter prestacional y económico, razón por la que no pueden ser objeto de estudio las pretensiones de la acción, máxime cuando no se evidencia la existencia de un perjuicio irremediable que permita la intervención urgente del juez de tutela, ni se advierte la condición de sujeto de especial protección que merezca ser beneficiario de la estabilidad laboral reforzada, toda vez que se percibe que el contrato fue terminado y notificado en debida forma y que tal decisión obedeció a la autonomía de la que goza el empleador, en virtud a la libertad de empresa, entendido éste como uno de los fines que por los que propende la Constitución Nacional –artículo 333-. 
Inconforme con la decisión, la parte actora la impugnó insistiendo en que fue despedido cuando se encontraba incapacitado e indicando la imposibilidad de que el conflicto planteado sea dirimido por el juez natural, debido a la tardanza de la justicia laboral para dar pronta solución al tema planteado.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:
¿Es procedente la acción de tutela, para reconocer prestaciones sociales y derechos derivados del contrato de trabajo?

Antes de abordar la solución al problema jurídico, debe precisarse que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DE LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA PARA RECLAMAR PRESTACIONES SOCIALES Y DERECHOS DERIVADOS DEL CONTRATO DE TRABAJO.

De acuerdo con la copiosa jurisprudencia del máximo órgano de cierre en materia constitucional
 se tiene establecido que la acción de tutela no es el medio idóneo para el reconocimiento y pago de prestaciones sociales ni para solicitar el reintegro laboral, pues  al versar sobre derechos de orden legal se debe agotar el trámite previsto ante la jurisdicción laboral o en la contencioso administrativa.

Según el inciso 3° del artículo 86 de la Constitución Nacional, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, cuando estos resultan ineficaces, o en aquellos eventos en que se pretenda evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide o se busque amparar constitucionalmente a sujetos de especial protección y en condiciones de debilidad manifiesta.
En ese sentido, la Alta Magistratura sostuvo en sentencia 041-14 lo siguiente:

De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando (i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. Pues bien, en materia laboral el requisito de subsidiariedad adquiere una connotación particular. La Corte ha sostenido que cuando se trate de controversias relativas al derecho al trabajo, la acción de tutela en principio no es el mecanismo adecuado para debatirlas pues en “el ordenamiento jurídico colombiano prevé para el efecto acciones judiciales específicas cuyo conocimiento ha sido atribuido a la jurisdicción ordinaria laboral y a la de lo contencioso administrativo, según la forma de vinculación de que se trate, y afirmar lo contrario sería desnaturalizar la acción de tutela, concretamente su carácter subsidiario y residual”.

Pese a ello, excepcionalmente, este Tribunal ha entendido que es procedente cuando se trata personas que se encuentran en “circunstancias de debilidad manifiesta por causa de su condición económica, física o mental y que formulan pretensiones dirigidas a lograr la tutela del derecho constitucional a la estabilidad laboral reforzada”. Este punto ha sido reiterado en varias ocasiones por la Corte”.

2. CASO CONCRETO

En el presente asunto el señor Hurtado Lasprilla solicita la protección de sus derechos fundamentales en virtud al desconocimiento de la estabilidad laboral reforzada por haber sido despedido encontrándose incapacitado.

Ciertamente, obra a folio 7 del expediente copia de la incapacidad que le fue otorgada el día 20 de mayo de 2015, con fecha de vencimiento el 8 de junio de igual año y la licencia de enfermedad concedida a partir del 10 de junio de 2015 y hasta el 14 de igual mes y año.  
No obstante lo anterior, no existe claridad en relación con la fecha de terminación del contrato laboral, pues mientras el trabajador afirma que al momento de presentar la segunda incapacidad concedida,  esto es el 10 de junio de 2015, le fue informando que no había más trabajo y que la liquidación de prestaciones sociales se realizó hasta el día 13 de junio de 2015, fecha en la que efectivamente se encontraba incapacitado, la empresa afirma que fue el día 15 de junio de 2015, la data en que recibió por parte del accionante la incapacidad médica y que ese mismo día le fue notificada la terminación del contrato de trabajo a partir del día 16 de igual mes y año, con ocasión a la finalización de la obra, la cual culminó cuatro días antes, procediéndose con la entrega de la bodega a sus propietarios.

A folio 12 del expediente obra la liquidación que soporta la afirmación del accionante y al folio 52 la que afirma la empresa es la original, pues indica que la que presentó el trabajador en este juicio es un borrador, que desconocen cómo lo obtuvo.

Como puede verse no es el trámite de la tutela el adecuado para definir si el señor Hurtado Lasprilla goza de estabilidad laboral reforzada debido a su condición médica, pues no se tiene certeza si en efecto fue despedido mientras se encontraba en licencia por enfermedad, situación que corresponde definir el juez natural, así como la situación que se alega en torno al despido sin autorización del Ministerio del Trabajo, dado que la empresa alega haber dado por terminado legalmente el vínculo laboral, conforme se convino en el contrato de trabajo visible a folios 45 y 46 del expediente, donde se indicó que el señor Hurtado Lasprilla, sería vinculado como ayudante para realizar “excavaciones brechas, aseo” hasta la culminación de la actividad principal para la que fue contratado, lo cual se produjo el 12 de junio de 2015 según la versión de la empresa.

Adicionalmente, tal y como lo indicó la juez de primer grado, no se evidencia la existencia de un perjuicio irremediable, toda vez que el servicio de salud le ha sido prestado por la nueva EPS, pues no otra cosa indica que a pesar de haber terminado su relación laboral con Altavista S.A.S., haya sido atendido por cuenta de dicha entidad en la Clínica de Fracturas Ltda –fl 14-.  La afirmación de que se encuentra una cirugía pendiente por realizarse, no goza de sustento probatorio alguno, como tampoco el hecho de que la lesión que actualmente consulta la obtuvo mientras prestaba sus servicios a la accionada, dado que en la epicrisis se consigna la existencia de antecedentes médicos de relevancia clínica en relación con la una cirugía practicada en su pierna izquierda –fl 8 vto-, por cuenta de una fractura a nivel del tercio distal de ese miembro inferior –fl 9-, debiéndose relacionar el trauma por el que consultó el día 20 de mayo de 2015, con los “eventos quirúrgicos vs traumáticos antiguos del paciente” –fl 10 vto-.   Finalmente, no se tiene noticia que haya asistido al examen de egreso notificado el 16 de junio de 2015 –fl 55-.
Así las cosas, ninguna duda ofrece el hecho que el tema puesto a consideración de la Sala debe ser conocido por la justicia laboral ordinaria, para que mediante un amplio debate jurídico y probatorio, en el que se garantice el ejercicio de los derechos procesales que le asisten a las partes, se determine la existencia o no de los derechos reclamados.
Consecuente con lo anterior, procede la confirmación de la sentencia que por vía de apelación se ha conocido.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 26 de agosto de 2015.

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.


TERCERO: ENVÍESE, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Integrantes de la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES               ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

                                                                            Magistrada                                                                                     

EDNA PATRICIA DUQUE ISAZA

Secretaria

� Ver T-689-2004, T-485 de 2001, T-1040 de 2012 entre otras.


� Ver T-689-2004, T-485 de 2001, T-1040 de 2012 entre otras.
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